	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO

 

El 1° de octubre de 2003, el abogado Zaddy Rivas Salazar, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el n° 65.552, actuando en su carácter de co-apoderado de la empresa del Estado C.V.G. BAUXILUM C.A., inscrita ante el Registro Mercantil del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, con sede en la ciudad de Puerto Ordaz, el 23 de marzo de 1994, bajo el n° 51, Tomo “C” n° 111, con posteriores modificaciones en su documento constitutivo estatutario, solicitó a esta Sala Constitucional, con base en los artículos 26, 49 y 336, numeral 10, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la revisión de la sentencia dictada, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en la causa n° 3796-99, de la nomenclatura del mencionado órgano judicial, en la que se tramitó el recurso de nulidad interpuesto por la ciudadana Yelitza Beatriz Rodríguez Rodríguez, contra la providencia administrativa n° 305, dictada por la Inspectoría del Trabajo de Ciudad Bolívar.

 

En la misma fecha, se dio cuenta en Sala del presente expediente y se designó Ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando. 

 

Una vez realizado el estudio de la petición de revisión constitucional, pasa la Sala a pronunciarse respecto de la misma en los términos siguientes:

 

I
ANTECEDENTES
 

1.- El 29 de noviembre de 2001, el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar dictó sentencia en la que declaró con lugar el recurso de nulidad intentado por la ciudadana Yelitza Rodríguez Rodríguez, en contra de la providencia administrativa n° 305, dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Bolívar, el 30 de noviembre de 1998, por la cual se había declarado con lugar la solicitud de calificación de despido intentada por C.V.G. Bauxilum C.A.; decisión contra la cual se interpuso recurso de apelación en forma tempestiva, siendo remitida la causa al Juzgado Superior Civil, Mercantil, del Transito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la misma Circunscripción Judicial.

 

2.- El 6 de febrero de 2002, el mencionado Juzgado Superior dictó sentencia en la cual, acogiendo el criterio vinculante establecido por la Sala Constitucional en sentencia n° 1.318/2001, del 02.08, declinó en la Corte Primera de lo Contencioso- Administrativo la competencia para conocer de la apelación interpuesta; dicha Corte, en fallo del 4 de abril de 2002, se declaró competente para conocer de la apelación interpuesta y ordenó la notificación de las partes a fin de continuar con el trámite de la causa en segunda instancia, para lo cual comisionó al Juzgado Superior ante identificado, habiendo llegado las resultas de la comisión el 18 de junio de 2002, no obstante lo cual, en auto del 18 de julio de 2002, la Corte Primera de lo Contencioso- Administrativo declaró desistida la apelación interpuesta.

 

3.- El 28 de julio de 2002, la representación judicial de C.V.G. Bauxilum C.A. solicitó al mencionado órgano judicial que revocara por contrario imperio el auto dictado el 18 de julio de 2002, mediante diligencia en la que se indicó que la falta de oportuna fundamentación de la apelación interpuesta que originó la declaratoria de desistimiento tácito de aquella, se debió a que de acuerdo a los términos en que se efectuó la notificación, en atención al artículo 233 del Código de Procedimiento, la reanudación de la causa sólo podía tener lugar luego de transcurridos los diez (10) días que establece la norma; petición que fue desestimada por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo en auto del 31 de julio de 2002, y confirmó la declaratoria de desistimiento efectuada por haber sido consignada en forma extemporánea la fundamentación de la apelación.

 

4.- El 8 de agosto de 2002, la representación judicial de C.V.G. Bauxilum C.A.  solicitó a la indicada Corte, de nuevo por diligencia, que revocara la decisión dictada el 31 de julio de 2002, oportunidad en que alegó para ello no sólo la confusión surgida en torno al lapso para fundamentar la apelación, sino también el que la referida compañía anónima goza de las mismas prerrogativas procesales de que disfruta la República, en vista de lo cual el fallo tenía consulta obligatoria y debía ser revisada en forma obligatoria por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo; sin embargo, dicho órgano judicial, en sentencia del 29 de febrero de 2003, declaró improcedente la petición formulada y desestimó el alegato de consulta obligatoria prevista en el artículo 70 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

 

II

FUNDAMENTOS DE LA SOLICITUD

 
La representante judicial de C.V.G. Bauxilum C.A., presentó como motivos de la solicitud de revisión formulada los siguientes argumentos:  

 

1.- Que la sentencia cuya revisión es solicitada incurrió en flagrante violación del derecho al debido proceso y la garantía al juez natural que el mismo comporta, conforme a los artículos 49 y 259 constitucionales, ya que la Sala Constitucional, en sentencia n° 1318/2001, del 02.08, determinó que era la jurisdicción contencioso-administrativa la competente para conocer de los recursos de nulidad interpuestos contra los actos administrativos dictados por las Inspectorías del Trabajo en los procedimientos de calificación de despido de los trabajadores investidos de fuero, y que en tal sentido, el órgano judicial competente para conocer en primera instancia del recurso de nulidad que interpuso la ciudadana Yelitza Rodríguez Rodríguez era la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo.

 

2.- Que la decisión dictada el 29 de noviembre de 2001 por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar vulneró de manera flagrante el criterio vinculante establecido por la Sala Constitucional en la sentencia antes identificada, vigente para la fecha que fue dictada la sentencia cuya revisión es requerida, y consecuencialmente lo dispuesto por el artículo 334 constitucional, pues de haber acogido dicho criterio vinculante, el referido Juzgado Primero de Primera Instancia no se habría pronunciado sobre el mérito del recurso de nulidad interpuesto, hubiese declinado la causa en la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y sería la Sala Político-Administrativa la que habría revisado en segunda instancia la decisión que se produjese.

 

3.- Que por otra parte, el fallo dictado por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo incurrió en violación del derecho al debido proceso al interpretar erradamente las normas contenidas en los artículos 63 y 70 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, y señalar que aun cuando C.V.G. Bauxilum C.A. goza de las mismas prerrogativas de que goza la República, la consulta obligatoria prevista en dichos artículos no tiene lugar cuando el ente público que resultó vencido en la primera instancia apela de la decisión y se abstiene de fundamentar dicho recurso o lo hace en forma extemporánea, y que en el caso concreto la representación judicial de la referida compañía estatal no había fundamentado a tiempo la apelación, por lo que dicha consulta no era procedente.

 

4.- Que dicha interpretación equivale a sostener que la obligatoriedad de la consulta ante el respectivo Juzgado Superior de la sentencia que declara vencido al ente titular de dicha prerrogativa se encuentra condicionada a que no se ejerza el recurso de apelación, y que cuando éste se ejerce aquella (la obligatoriedad de la consulta del fallo) desaparece y queda a criterio del mandatario del ente público que la revisión de la decisión se produzca en resguardo del principio al doble grado de jurisdicción que la prerrogativa está llamada a garantizar, lo cual “resulta irracional no sólo por estar en conflicto con este principio, sino con el dispositivo contenido en el artículo 63 del texto de la ley”, que obliga directamente al Juez a efectuar la consulta en todos los procedimientos ordinarios o especiales en que sea parte la República.

 

5.- Que la errada interpretación de la normativa contenida en el Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República comporta la violación del derecho constitucional del debido proceso, pues el mismo, en tanto garantía de los sujetos del ordenamiento, se desdobla en un doble aspecto, a saber, como garantía adjetiva que permite a las partes el cabal ejercicio del derecho a la defensa a través del respecto al procedimiento establecido en la ley, y como garantía sustantiva, en que el proceso intelectivo de interpretación y aplicación de la norma, sea racional, proporcional y no arbitrario, lo cual ocurre cuando el Juez interpreta en forma errada una norma, la aplica falsamente o niega la aplicación de una norma en vigencia, pues incumple con dicha garantía sustancial.

 

6.- Con base en las alegaciones previas, el abogado Zaddy Rivas Salazar, apoderado judicial de la C.V.G. Bauxilum C.A. solicitó que se revise la sentencia dictada por el 29 de noviembre de 2001 por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, al haber sido dictada en violación de la sentencia n° 1318/2001, del 02.08, de la Sala Constitucional, anule dicha decisión y ordene al referido Juzgado de Primera Instancia remitir la causa a la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativa, a fin de que resuelva en primera instancia la nulidad interpuesta, “advirtiéndole asimismo del criterio de interpretación del privilegio contenido en el artículo 70 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República”.  
 

III
DE LA SENTENCIA OBJETO DE REVISIÓN
 
El fallo que motiva la presente solicitud de revisión constitucional, dictado por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el 29 de noviembre de 2001, contiene la motivación que se indica a continuación:

 
1.- Que ciertamente, según denunció la parte recurrente, la resolución n° 305 dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Bolívar el 30 de noviembre de 1998 se encuentra viciada de nulidad por estar inmotivada, toda vez que en ningún párrafo se pronunció sobre las pruebas promovidas y evacuadas por la ciudadana Yelitza Beatriz Rodríguez Rodríguez durante el procedimiento administrativo laboral que inició C.V.G. Bauxilum C.A. contra ésta, dado que se observa que dicho órgano se limitó a narrar los alegatos de las partes y a analizar en forma breve las pruebas de la demandada (aunque no en su totalidad), sin indicar porqué razones se abstuvo de analizar tales probanzas, lo cual vicia de “inmotivación, falso supuesto y silencio de pruebas” al acto impugnado, por violar el derecho a la defensa y al debido proceso.

 

2.- En virtud de lo señalado, sin hacer referencias a los restantes vicios que fueron atribuidos al acto recurrido, y con base en el artículo 19 de la Ley Orgánica de Procedimiento Administrativos, declaró la nulidad por ilegalidad e inconstitucionalidad de la resolución impugnada, y, asimismo, inexistente el referido acto administrativo.  

 

IV
DE LA COMPETENCIA
 
En cuanto a la competencia para ejercer la labor revisora de las sentencias que el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela le atribuye al Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, ésta, en decisiones nos. 44/2000, del 2 de marzo, y 93/2001, del 6 de febrero, estableció que de manera extraordinaria, excepcional, restringida y discrecional ella es competente para conocer de las peticiones de revisión constitucional de las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional de cualquier carácter, dictadas por las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia y por cualquier juzgado o tribunal del país; de las sentencias definitivamente firmes de control expreso de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas por los tribunales de la República o las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia; de las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Tribunal o por los demás Tribunales del país apartándose u obviando expresa o tácitamente alguna interpretación vinculante de la Constitución contenida en sentencia dictada por esta Sala con anterioridad al fallo impugnado; y las sentencias definitivamente firmes que hayan sido dictadas por las demás Salas de este Supremo Tribunal o por los demás Tribunales del país que, de modo evidente, hayan incurrido en un error grotesco en cuanto a la  interpretación de la Constitución o que hayan obviado por completo la interpretación de la norma constitucional, dado que, en tales casos, hay también un errado control constitucional.

 

Dicho lo anterior, se observa que la presente solicitud se dirige contra una decisión definitivamente firme (pues contra ella fue ejercido el único recurso que contempla el ordenamiento procesal, a saber, el recurso de apelación), dictada el 29 de noviembre de 2001 por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, que supuestamente inobservó un criterio vinculante de esta Sala Constitucional, establecido en su sentencia n° 1.318/2001, del 02.08, caso: Nicolás José Alcalá Ruiz, así como el contenido de derechos y garantías protegidos por el artículo 49 de la Constitución vigente; por tanto, esta Sala resulta competente para conocer del asunto planteado. Así se declara.  

 

V
MOTIVACIÓN PARA DECIDIR
 
En el caso bajo examen, el apoderado judicial de la C.V.G. Bauxilum C.A.  denuncia que la decisión dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el 29 de noviembre de 2001, al declarar con lugar el recurso contencioso-administrativo de nulidad interpuesto por la ciudadana Yelitza Rodríguez Rodríguez contra la providencia n° 305 dictada el 30 de noviembre de 1998, por la Inspectoría del Trabajo del Estado Bolívar, en el procedimiento por calificación de despido iniciado por la referida compañía estatal, en vez de declarar su incompetencia para conocer del mismo, en acatamiento del criterio establecido en forma vinculante por esta Sala Constitucional en su sentencia n° 1.318/2001, del 02 de agosto, y declinar su conocimiento en la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, vulneró los artículos 49, 259 y 334 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que consagran el derecho al debido proceso y al juez natural, así como la obligación de todos los Jueces de la República de asegurar la integridad de la Constitución.

 

Adicionalmente, el representante de la referida compañía anónima denunció que en la decisión dictada en segundo grado de jurisdicción por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, además de cercenar su derecho a la defensa al computar incorrectamente el lapso que tenía la C.V.G. Bauxilum C.A. para apelar de la sentencia dictada, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, vulneró el principio de la doble instancia que bajo la forma de consulta obligatoria de toda sentencia dictada en primera instancia ante el Tribunal Superior competente, consagran los artículos 63 y 70 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República a favor de la República en aquellos casos en los que se dicten fallos definitivos contrarios a la pretensión, excepción o de defensa de la República, al determinar que la obligatoriedad de dicha consulta desaparecía cuando el ente público apelaba y luego, en forma tácita o expresa, desistía de dicho medio de impugnación.

 

Planteada en los términos expresados la presente revisión constitucional, debe esta Sala señalar que la representación judicial de la peticionaria solicitó, en forma acertada, la revisión de la sentencia dictada en la primera instancia por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, el 29 de noviembre de 2001, y no la revisión del fallo proferido en segunda instancia, el 31 de julio de 2002, por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, en primer lugar, porque esta última decisión no se pronunció sobre el fondo de la controversia, ya que se limitó a declarar desistida la apelación por falta de fundamentación y firme el fallo dictado por el a quo, con lo cual la sentencia que resolvió la controversia con fuerza de cosa juzgada (esto es, con fuerza de sentencia definitivamente firme) fue la dictada en la primera instancia; y, en segundo lugar, porque la principal denuncia efectuada por la solicitante se refiere a la incompetencia del Tribunal que conoció y decidió la causa en primera instancia, así como a la incompetencia del órgano judicial que conoció en Alzada para actuar como Tribunal Superior, ambas derivadas de la inobservancia de un criterio vinculante de esta Sala, vigente para la fecha en que se dictó la sentencia cuya revisión se pide, lo cual no podría ser debidamente corregido si la revisión se planteara respecto de la sentencia dictada en la segunda instancia. Así se declara.

 

Indicado lo anterior, pasa la Sala a examinar la denuncia de incompetencia en razón de la materia atribuida al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, derivada de la supuesta inobservancia en que dicho órgano judicial incurrió al no aplicar al caso de autos el criterio vinculante establecido por esta Sala Constitucional en su sentencia n° 1.318/2001, del 02.08, caso: Nicolás José Alcalá Ruiz, de acuerdo con el cual la competencia para conocer de los recursos contencioso-administrativos de nulidad interpuestos contra los actos administrativos dictados por las Inspectorías del Trabajo en todo el territorio nacional en los procedimientos de calificación de despido era de los órganos que integran la jurisdicción contencioso-administrativa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 259 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. En efecto, en la mencionada sentencia se señaló:                  

 

“En este sentido, se observa que la jurisdicción laboral ha venido conociendo de los juicios de nulidad de estas resoluciones, siguiendo el criterio sostenido en decisión dictada por la Sala Político Administrativa de la antes denominada Corte Suprema de Justicia, el 13 de febrero de 1992, en el juicio conocido como caso: Corporación Bamundi, C.A., sin que en realidad exista en la Ley Orgánica del Trabajo una norma que expresamente le asigne a los juzgados laborales el conocimiento de este tipo de juicios. Es preciso al respecto advertir, que la competencia de los órganos del Estado, viene determinada por una norma jurídica que de manera formal le atribuya competencia. De allí que, siendo que en los casos de los juicios de nulidad, a que se refiere la Ley Orgánica del Trabajo, ésta no le atribuyo dicha competencia de manera expresa a esta jurisdicción especial, sino que se limitó a señalar que contra estas decisiones se podían ejercer los recursos correspondientes ante los Tribunales, sin que indicara a cuáles se estaba refiriendo.

 

La expresada omisión no autoriza a interpretar que la jurisdicción laboral es entonces la competente para conocer de dichos juicios, con base en lo dispuesto en los artículos 5 y 655 eiusdem, sino que lo razonable era establecer que como quiera que, la decisión provenía de un órgano de carácter administrativo, inserto en el Poder Ejecutivo, esto es, de las Inspectorías del Trabajo, los órganos jurisdiccionales competentes para conocer y decidir este tipo de controversias era la jurisdicción contencioso administrativa, siendo consecuente con el principio del juez natural. De lo expuesto se colige, que el criterio sostenido en la sentencia anteriormente citada, dictada por la Sala Político Administrativa, debe ser abandonado. En consecuencia, deberá prevalecer el presente criterio, lo que implica que, en el futuro, los Juzgados con competencia en materia laboral, deberán declinar en los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento y decisión de los recursos interpuestos contra las providencias administrativas, dictadas por las Inspectorías del Trabajo, por ser éstos los órganos judiciales a los cuales les incumbe conocer de este tipo de juicios” (Subrayado de este fallo).
 

La sentencia cuya revisión es solicitada, fue dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar el 29 de noviembre de 2001, es decir, con posterioridad a la fecha en que fue publicada la decisión de esta Sala Constitucional parcialmente citada, aun cuando era deber del mencionado órgano judicial, en acatamiento del criterio vinculante establecido en el referido fallo, declarar su incompetencia para dictar sentencia de fondo en el caso tramitado y declinar el conocimiento del asunto en el órgano de la jurisdicción contencioso-administrativo competente para conocer en primera instancia de los recursos de nulidad interpuestos contra actos administrativos dictados por órganos administrativos nacionales diferentes a los señalados en los ordinales 9°, 10, 11 y 12 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, a saber, en la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo. 

 

Por tanto, al haber sido dictada la sentencia que motivó la presente petición de revisión obviando en forma expresa una interpretación vinculante del artículo 259 constitucional contenida en la sentencia n° 1.318/2001, del 02.08, dictada por esta Sala con anterioridad al fallo impugnado, se declara que ha lugar a la revisión solicitada, y, en consecuencia, se anula la decisión dictada el del 29 de noviembre de 2001 por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, así como las decisiones dictadas por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo actuando como Tribunal Superior, y, en vista de la imposibilidad que existe en la actualidad de que los justiciables tengan acceso a esta última, que es el órgano judicial al que compete el conocimiento en primera instancia del asunto planteado en este caso, conforme a las sentencias de esta Sala números 1.318/2001, del 02.08, y 2.862/2002, del 20.11, caso: Ricardo Baroni Uzcátegui, se ordena de forma excepcional, en aplicación analógica del criterio contenido en fallo de esta Sala n° 3468, del 10 de diciembre de 2003, caso: Asociación Civil y Cultural Comunitaria Amigos de Santa Rosalía, remitir el presente expediente al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y Contencioso-Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Bolívar, con sede en Puerto Ordaz a fin de que dicte, en primera instancia, sentencia de fondo sobre la procedencia o improcedencia del recurso contencioso-administrativo de nulidad interpuesto por la ciudadana Yelitza Rodríguez Rodríguez contra la providencia n° 305, dictada el 30 de noviembre de 1998, por la Inspectoría del Trabajo del Estado Bolívar, al ser válidas, en criterio de esta Sala, las actas procesales sustanciadas ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar; asimismo, se establece que corresponderá conocer, también de forma excepcional, de la eventual apelación que se interponga contra dicha sentencia de mérito, de no estar accesible a los justiciables la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, a la Sala Políticoadministrativa de este Tribunal Supremo de Justicia. Así también se declara.

 

Adicionalmente, no puede la Sala dejar de pronunciarse respecto de la interpretación hecha por la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, en su sentencia del 29 de febrero de 2003, en cuanto a la improcedencia de la consulta obligatoria del fallo prevista en los artículos 63 y 70 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en aquellos casos en los que la representación judicial de la República haya interpuesto recurso de apelación y, posteriormente, haya desistido en forma tácita o expresa de continuar con dicho medio de impugnación, no obstante haber sido condenada o vencida la República en sus derechos e intereses en el primer grado de jurisdicción, por estimar que, al igual que ocurre con la consulta obligatoria del fallo en materia de amparo constitucional, la del artículo 70 del referido Decreto con Fuerza de Ley sólo tiene lugar cuando la parte afectada (la República) no apela del fallo que le fue desfavorable, quedando descartada cuando aquella apela tempestivamente del fallo, independientemente de que sea tramitada o no en su totalidad la apelación.

 

Al respecto debe advertirse que la consulta obligatoria prevista en el artículo 70 del Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, hasta tanto sea derogada por el legislador nacional o sea declarada por la jurisdicción constitucional su nulidad por motivos de inconstitucionalidad, no puede ser asimilada a la consulta obligatoria prevista en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que se refiere a la tutela de situaciones jurídicas subjetivas particulares, y debe ser efectuada sin excepción por los Tribunales Superiores que sean competentes en cada caso (sin perjuicio de la potestad de todos los jueces de la República de velar por la integridad de la Constitución, de acuerdo al artículo 334 de la Carta Magna, cuando la aplicación de la norma legal en el caso concreto pueda, por ejemplo, ocasionar la violación de derechos o garantías constitucionales), ya que la misma, así como las prerrogativas a que alude el artículo 63 eiusdem, persiguen resguardar los intereses patrimoniales de la República y de todos aquellos entes públicos sobre los que aquella tenga derechos, no con el objetivo de evitar la responsabilidad del Estado, sino de impedir afectaciones en el cumplimiento de sus fines fundamentales establecidos en el ordenamiento jurídico, mediante el equilibrio entre los derechos de las personas y las potestades y obligaciones de la República. Así se decide. 

VI
DECISIÓN

 
Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara: 

 

1°- HA LUGAR en derecho la solicitud de revisión constitucional presentada por el abogado Zaddy Rivas Salazar, actuando en su carácter de co-apoderado de la empresa del Estado C.V.G. Bauxilum C.A., de la sentencia dictada, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en el expediente n° 3796-99, según la nomenclatura del mencionado órgano judicial, en la que se tramitó el recurso de nulidad interpuesto por la ciudadana Yelitza Beatriz Rodríguez Rodríguez, contra la providencia administrativa n° 305, dictada por la Inspectoría del Trabajo de Ciudad Bolívar.

 

2°- ANULA la sentencia dictada, el 29 de noviembre de 2001, por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, en el expediente n° 3796-99, de la nomenclatura del mencionado órgano judicial, así como todas las decisiones dictadas en este caso por la Corte Primera de lo Contencioso- Administrativo actuando como Alzada, y, en aplicación analógica del criterio contenido en fallo de esta Sala n° 3468, del 10 de diciembre de 2003, caso: Asociación Civil y Cultural Comunitaria Amigos de Santa Rosalía, ORDENA remitir dicho expediente al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y Contencioso-Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Bolívar, a fin de que dicte sentencia de fondo en primera instancia sobre el recurso contencioso-administrativo de nulidad interpuesto por la ciudadana Yelitza Beatriz Rodríguez Rodríguez, al ser válidas, en criterio de esta Sala, las actas procesales sustanciadas ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar.    
 

Publíquese, regístrese y remítase copia certificada del presente fallo al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Menores y Contencioso-Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Bolívar. Cúmplase lo ordenado.
 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 14 días del mes de mayo dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

 

El Presidente,

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA                





        El Vicepresidente,

 

 

 




                   
                 JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

Los Magistrados,

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA                   JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO
                                                                                         Ponente     
 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

El Secretario,
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